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I. INTRODUCCIÓN – La Información Pública: el Camino a la Ley 27.275 

PRESENTACIÓN DEL CASO: 

AUTOS: Savoia, Claudio Martín c/ EN - Secretaría Legal y Técnica (dto. 1172/03) s/ 

amparo ley 16.986 - (CSJ 315/2013 (49-S)/CS1) 

TRIBUNAL: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION 

TEMA: Derecho de Acceso a la Información Pública 

TEMA Y PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN: Un periodista en el año 2011, 

solicita acceder a decretos emitidos durante la dictadura militar. Recibe negativas por 

parte de los organismos públicos las cuales fueron recurridas escalando todo el árbol 

jurídico hasta llegar, en el año 2018, a la Corte Suprema de Justicia de la Nación.    

La Corte debe determinar si existe una vulneración del derecho y decidir si 

obliga o no, a la repartición pública, a entregar la información solicitada.  

JUSTIFICACION Y RELEVANCIA DEL ANÁLISIS DEL FALLO: Debido a que 

el fallo es posterior a la promulgación de la Ley 27.275 (Derecho de Acceso a la 

Información Pública), considero justificado y relevante su análisis debido a la 

implementación plena de dicha ley y, de qué manera eficiente, definió criterios a aplicar 

en sentencias en el cual estuviera en juego el derecho en cuestión.  

EL CAMINO A LA LEY 27.275: 

Desde el advenimiento de la democracia, el Derecho de Acceso a la Información 

pública tuvo una evolución tan veloz que se adelantó a la promulgación de las normas 

que deberían regularlo. Recientes épocas oscuras y violentas hacían que se dudara si 



3 
 

cierta información debía ser secreta o reservada. Esto fue, en principio, remediado con 

algunos decretos que, si bien normaron algunos aspectos, seguían dejando varias 

lagunas jurídicas. Preguntas tales como ¿Quién podía solicitar información?, o ¿Cual 

información se podía dar y cual no?, no tenían respuestas claras. Además, se comenzó a 

tomar conciencia que el derecho a la información pública no solo debía abarcar lo 

sucedido en determinados momentos de la historia, sino que debía incorporar todo tipo 

de información acerca del actuar de los organismos públicos. Incluso del actuar presente 

de dichos organismos. Es por ello que en Septiembre de 2016 se pudo poner fin a todas 

las zonas grises, pobremente reglamentadas jurídicamente, con la promulgación de la 

Ley de Acceso a la Información Pública Nro. 27.275.  

En el fallo que analizaremos a continuación veremos como una demanda, 

iniciada en el año 2011, tuvo diferentes resoluciones según el decreto o ley que se 

utilizara para fundamentar, hasta que el 7 de Marzo de 2019, la Corte Suprema, 

utilizando la ley promulgada específicamente para esta problemática pudo zanjar la 

demanda con total respaldo jurídico. 

 

II. RECONSTRUCCIÓN DE LA PREMISA FÁCTICA, HISTORIA PROCESAL 

Y DECISIÓN DEL TRIBUNAL: Un Sendero con Contradicciones 

En el mes de Mayo del año 2011 el periodista Claudio Savoia se presentó a la 

Secretaría Legal y Técnica, en donde, invocando su derecho de acceder a la información 

pública, solicitó copias de determinados decretos emitidos entre los años 1976 y 1983 

por los gobiernos de factos que gobernaron al país durante ese período. 

El periodista se encontró ante la negativa de recibir lo solicitado por parte de la 

Secretaría Legal y Técnica, la cual argumentaba que estaba facultada a hacerlo por 

estar, dicha información, alcanzada por el artículo 16, Inciso a, del anexo VII, del 

decreto 1172/03, en el cual se dispone que los funcionarios pueden exceptuarse de 

proveer información cuando una Ley o Decreto lo establezca, especialmente si está 

referida a Seguridad, Defensa o Política Exterior.  

Con este resultado ante su pedido de información, Savoia interpuso una acción 

de Amparo aduciendo que los argumentos esgrimidos por la Secretaría no eran 

suficientes y que no se habían tenido en cuenta normas constitucionales y tratados 
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internacionales1 que regulaban de manera general el derecho de acceso a la información. 

Alegó también, que debería de haberse tenido en cuenta el Principio de Máxima 

Divulgación, entendiéndose que toda información que el estado controle se presume 

accesible, excepto aquellas restricciones expresamente establecidas. Invocó el Decreto 

04/2010 Art 1 (2010):  

“Relévase de la clasificación de seguridad, establecida 
conforme a las disposiciones de la Ley Nº 25.520 y su Decreto 
Reglamentario Nº 950/02, a toda aquella información y 
documentación vinculada con el accionar de las FUERZAS 
ARMADAS durante el período comprendido entre los años 
1976 y 1983, así como a toda otra información o 
documentación, producida en otro período, relacionada con ese 
accionar.”  

El cual justamente libera del régimen de seguridad toda documentación e información 

relacionada con lo actuado por las Fuerzas Armadas en el período 1973 a 1983. 

Al margen de estos argumentos mencionados, jurídicamente sólidos, Savoia 

subsidiariamente planteó que aún si dicha información estuviera protegida por 

cuestiones de seguridad, defensa o política exterior, los jueces pueden revisar qué es lo 

que se está solicitando y evaluar si ésta protección está justificada. Por ello, 

profundizando aún más este análisis, el demandante solicita que, en caso de no 

prosperar el pedido de la entrega de la información, se revise si los decretos solicitados 

en cuestión justifican estar en dicha categoría. 

Si bien el recurso de Amparo fue otorgado, la Sala I de la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Contencioso a Administrativo Federal lo rechazó al hacer lugar al 

recurso de Apelación realizado por el Estado Nacional, revocando también la sentencia 

de primera instancia. 

Los argumentos esgrimidos por esta Cámara siguieron dos líneas. Y lo llamativo 

es que estas dos líneas argumentativas son distintas a las utilizadas tanto por la 

Secretaría Legal y Técnica como por la instancia anterior. 

La primera línea argumental pone en duda si el demandante tenía alguna 

autoridad que lo distinga de cualquier otro ciudadano para solicitar la información. 

Sostenía que no estaba legitimado para realizar el pedido. Que el actor, si bien invocó su 

 
1 Pacto de los Derechos Civiles y Políticos de la ONU; y Pacto San José de Costa Rica 
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condición de periodista, esto no bastaba por no haber expresado una asociación de este 

pedido con la defensa de algún derecho en concreto. 

La segunda línea sostenía que la Secretaría había juzgado correctamente que 

la información solicitada quedara excluida de poder ser divulgada, basándose en la Ley 

de Inteligencia Nacional Nro 25.520, Art 16 que expresa, entre sus conceptos más 

importantes, el siguiente:  

“Las actividades de inteligencia, el personal afectado a las 
mismas, la documentación y los bancos de datos de los 
organismos de inteligencia llevarán la clasificación de seguridad 
que corresponda en interés de la seguridad interior, la defensa 
nacional y las relaciones exteriores de la Nación.” 

Además se apoya en el ya mencionado decreto 1172/03. Entendiendo que los decretos 

solicitados se encuadraban dentro del tipo que podían afectar la seguridad interior, la 

defensa nacional y las relaciones exteriores de la Nación.  

Llegado a este punto, Savoia solicitó un Recurso Extraordinario Federal, 

teniendo en cuenta que se estaba fallando sobre una cuestión interpretativa de una 

norma federal. 

La apelación comienza argumentando que en todas las negativas recibidas, se 

desconoce  el espíritu republicano del Art 1 de la Constitución Nacional, tampoco 

respeta el Art 14 y, siempre refiriéndonos a la ley suprema, no tiene en cuenta los 

siguientes tratados internacionales: Tratado de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en su Art 13 (1969):  

“Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad 
de buscar recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente por 
escrito o en forma impresa o artística o cualquier otro 
procedimiento de su elección.” 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Art 19 y la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos Art 19, que también sostienen el derecho a la 

libertad de expresión y a informarse. Estos tratados están enumerados en el Art 75 Inc 

22 de la Constitución Nacional otorgándoles la máxima jerarquía jurídica. Además, 

plantea lo erróneo de negarle legitimación para solicitar la información. 



6 
 

Primeramente, la Corte Suprema, aceptó y declaró que era pertinente el 

Recurso Extraordinario Federal al ser el centro de la cuestión, la interpretación de leyes 

y normas que atañen a la faz federal. Y, luego de un exhaustivo análisis, con la firma de 

los Jueces Juan Carlos Maqueda, Ricardo Lorenzetti y Horacio Rosatti, se dejó sin 

efecto la resolución de cámara, haciendo lugar al amparo además de definir varias 

incongruencias que derivan de las instancias anteriores. 

A continuación, se analizarán los fundamentos y camino argumentativo que 

realizaron los Jueces para llegar a dicha conclusión. 

 

III: RATIO DECIDENDI O CAMINO ARGUMENTATIVO DE LA SENTENCIA 

– La Corte Suprema y su fallo: 

La Corte Suprema, encuentra que el caso tiene varias aristas para resolver y, 

siempre con la intención de sentar jurisprudencia, reforzar doctrinas y precedentes, 

comienza a resolverlos. 

El primer punto que la Corte Suprema analizó es si la Secretaría podía o no 

entregar información que en un primer momento figuraba como reservada y secreta. La 

Corte, apoyándose en el decreto 2103/2012, el cual dispone dejar sin efecto el carácter 

secreto de los decretos y decisiones administrativas emitidos por el Poder Ejecutivo 

Nacional exceptuándose aquellos que ameriten mantener dicha clasificación por razones 

de defensa nacional, seguridad interior o política exterior y los relacionados con el 

conflicto bélico del Atlántico Sur, entiende que el derecho estaba de parte del 

demandante, aunque aún quedaran decretos sin desclasificar. La Corte recalcó que 

aunque una información revista el carácter de secreta o reservada sin ninguna precisión 

ni sustento, no justifica el prohibir su divulgación si antes no se realizó un análisis sobre 

la lógica de la reserva dispuesta. Se resalta así, que para que una información sea 

retirada del alcance de la población debe tener una clara justificación. Por lo tanto, con 

respecto a si la Secretaría tiene algún impedimento para entregar esa información, el 

decreto 2103/2012, es claro y no, los organismos públicos no poseen más información 

clasificada salvo contadas excepciones.  

Luego, con respecto a la legitimación activa del demandante, la Corte utilizó sus 

propios fallos “ADC” (Fallos: 335:2393); “Cippec” (Fallos: 337:256) y “Garrido” 
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(Fallos: 339:827), en donde se sienta jurisprudencia respecto a que la legitimación para 

solicitar información bajo control del estado es muy amplia, pudiendo cualquier persona 

hacerlo sin necesidad de justificar o dar explicaciones de dicho pedido. Por ello, el fallo 

agrega que no había necesidad que el demandante invocara su profesión de periodista 

para obtener lo solicitado. No era dirimente para decidir si existía o no legitimación. 

Incluso, la Corte se empeña en recalcar que éste es un derecho que pertenece a toda la 

población, emparentado también con el derecho de libre expresión los cuales deben ser 

tutelados. Es, en síntesis, un derecho perteneciente al hombre común, cuya restricción 

estaría en contra de los principios republicanos y democráticos. Finalmente, la 

fundamentación es total cuando el fallo cierra el tema utilizando la ley 27.275 de 

Derecho de Acceso a la Información Pública en su art. 4 (2016),  

 
“Legitimación activa: Toda persona humana o jurídica, 

pública o privada, tiene derecho a solicitar y recibir información 
pública, no pudiendo exigirse al solicitante que motive la 
solicitud, que acredite derecho subjetivo o interés legítimo o que 
cuente con patrocinio letrado.” 
 

Se consagra así, la legitimación para todas las personas humanas y jurídicas sean 

públicas o privadas, sin que están deban presentar un motivo para realizar el pedido. Por 

lo tanto, este último argumento, ya zanja sin ninguna duda la cuestión si el demandante 

estaba o no legitimado, y, ante la pregunta acerca de la legitimación, la respuesta es sí, 

existía legitimación. 

Para finalizar, la Corte enuncia algunos principios que, además de estar 

reconocidos por normas nacionales, internacionales y por la jurisprudencia de esta 

misma Corte y también por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, están 

claramente expresados en la Ley 27.275. El principal es el Principio de Máxima 

Divulgación que prácticamente ordena presumir que toda información es, en principio, 

accesible y que lo que pudiere estar restringido son excepciones. Que debe ser una 

cuestión natural que el actuar del estado debe encontrarse regido por los principios de 

publicidad y transparencia en la gestión pública. Este principio permite que las personas 

puedan ejercer un control democrático de todo el actuar estatal, y así poder evaluar,  

considerar y cuestionar si el cumplimiento de las funciones públicas son las adecuadas. 

El Principio de Máxima Divulgación está incorporado en la ley 27.275, art 1: 
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“Transparencia y máxima divulgación: toda la información 
en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser 
accesible para todas las personas. El acceso a la información 
pública sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las 
excepciones previstas en esta ley, de acuerdo con las 
necesidades de la sociedad democrática y republicana, 
proporcionales al interés que las justifica.” 

Por otro lado, sustentándose en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, en su art 13, mencionado en la página nro. 6. La Corte expone que entre la 

protección de la seguridad nacional, el orden público o la moral pública, necesarias en 

una sociedad democrática y la divulgación plena debe escogerse aquella que restrinja en 

menor escala el derecho protegido. Dicho de otra manera, la restricción debe ser 

proporcional al interés que la justifica y debe permitir alcanzar el objetivo legítimo. 

Finalmente, el fallo aclara que, en los casos que el estado estime que una 

información deba ser reservada, tiene que demostrar por qué debe serlo. O sea, la carga 

de la prueba de la legitimidad de la restricción corresponde al estado. Y se respalda en 

este concepto citando el art. 13 de la ley de Acceso a la Información Pública: 

“Denegatoria. El sujeto requerido sólo podrá negarse a brindar la 
información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verificara 
que la misma no existe y que no está obligado legalmente a producirla 
o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en el 
artículo 8° de la presente ley. La falta de fundamentación determinará 
la nulidad del acto denegatorio y obligará a la entrega de la 
información requerida.” 

Y lo refuerza con el Caso Claude Reyes, mencionado en la CIDH, en su párrafo 93 

(2006), “Corresponde al Estado demostrar que al establecer restricciones al acceso a la 

información bajo su control ha cumplido con los anteriores requisitos”. Asimismo, 

según el fallo Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF SA s/amparo por mora (338:1258) 

considerando 26 (2006), expone: 

“Que, en razón de ello y para no tornar ilusorio el principio 
de máxima divulgación imperante en la materia, los sujetos 
obligados solo pueden rechazar un requerimiento de 
información si exponen, describen y demuestran de manera 
detallada los elementos y las razones por las cuales su entrega 
resulta  susceptible de ocasionar un daño al fin legítimamente 
protegido”,  
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Lo cual reafirma que los agentes públicos que restrinjan la entrega de algún tipo de 

información, deben demostrar por qué dicha entrega puede ocasionar algún daño a un 

bien protegido. De esta forma, se evita que por vía de genéricas e imprecisas 

afirmaciones, pueda afectarse el ejercicio del Derecho y se obstaculice la divulgación de 

información de interés público. 

Todo lo expuesto indica que la negativa de entrega de información por parte 

de la Secretaría Legal y Técnica fue totalmente ilegítima. 

El Fallo fue firmado por los Jueces Dres. Ricardo Luis Lorenzetti, Juan 

Carlos Maqueda y Horacio Rosatti. El Juez Dr. Carlos Rosenkrantz se excusó por 

motivos de decoro según el art 30 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

 

IV. ANTECEDENTES DOCTRINARIOS Y JURISPRUDENCIALES - Los 

Cimientos del fallo: 

Este caso iniciado en el año 2011, se fue apoyando en distintos decretos, leyes 

y tratados internacionales. La Corte, en particular, apoyó sus afirmaciones en los 

siguientes instrumentos jurídicos: 

 Decreto 2103/2012: utilizado por la Corte para fundamentar que la información 

sobre el actuar del estado está disponible en su totalidad salvo contadas excepciones.   

 Fallo “ADC” (335:2393); Fallo Cippec (337:256) y Garrido (339:827): en los 

cuales se afirma que la legitimación para solicitar información es muy amplia y no 

tiene restricciones. 

 Caso Claude Reyes y otros Vs Chile, mencionado en la CIDH, párrafo 93: 

utilizado para afirmar la carga de la prueba para negar la información corresponde al 

estado.  

 Fallo Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF SA s/amparo por mora (338:1258) 

considerando 26: mismo tema que el caso anteriormente citado, los sujetos obligados 

de dar la información debe explicar detalladamente el por qué de la negativa.  

 Convención Americana sobre Derechos Humanos, Art 13: en el cual se define 

que es un derecho la libertad de buscar, recibir y difundir información de toda índole. 

 Ley 27.275 de Derecho de Acceso a la Información Pública, arts. 1, 2, 4 y 7: 

reafirma definitivamente todo lo expresado anteriormente. 
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No se encontraron corrientes doctrinarias enfrentadas posteriores a la 

promulgación de la Ley 27.275. Sin embargo, en el año 2005 el Dr. Guillermo Peyrano 

y el Dr. Santiago Diaz Cafferata en el año 2009, presentaron escritos donde expresan la 

importancia y necesidad de algún tipo de regulación acerca de la información en poder 

del Estado.  

 

V. POSTURA Y REFLEXIÓN FINAL – La Evolución de un concepto: 

Luego de haber analizado el Fallo, nos encontramos con varios temas que, 

según el decreto o ley que se utilice para fundamentar, se llegan a veredictos distintos, 

que justamente fue lo que ocurrió a lo largo de las instancias que atravesó este juicio. 

La Corte en este Fallo, si bien fue muy abarcativo para sentar jurisprudencia 

en numerosos asuntos, definió dos temas importantes y a la vez novedosos. El primero 

de estos asuntos es el referido a la Legitimación por parte del que solicita la información 

que ya hemos visto como en instancias anteriores se arribaron a diferentes conclusiones. 

La Corte en este Fallo finaliza con esta zona gris al definir su posición en que 

absolutamente todos, personas físicas, jurídicas, privadas y públicas tienen legitimación 

para solicitar cualquier tipo de información. No importa la profesión, ocupación o 

interés que haya generado el pedido. Esta definición contundente acerca de quiénes son 

los legitimados, inhabilita cualquier privación de entrega de información.  Se apoyó 

para determinar esto, en Fallos de la misma Corte ya descriptos anteriormente (“ADC” 

(335:2393); Cippec (337:256) y Garrido (339:827)), y en la Ley 27.275 en su art 4º ya 

mencionado.  

El segundo tema, que es el que obliga, al que niega dar la información, a 

probar porqué no puede darla, esta cimentado en el art. 13 de la ley de Acceso a la 

Información Pública, y en el fallo Giustiniani que ya fueron comentados, en donde se 

analiza el alcance de la denegatoria de la información y del principio de máxima 

divulgación. Que el funcionario deba demostrar por qué es inconveniente dar la 

información solicitada y no simplemente limitarse a negar la entrega, es un concepto 

relativamente nuevo y que la Corte también confirmó absolutamente.  
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Estos dos temas dejaron de ser discutibles y pudieron ser resueltos con 

fundamentación sólida gracias a  la Ley 27.275, la cual fue un instrumento que no 

existía en las instancias anteriores. 

La definición precisa sobre estos dos asuntos: Legitimación y Denegatoria,  

cierra las puertas a cualquier restricción de entrega de información.  

Tal como se describió a lo largo de estas páginas, el derecho de Acceso a la 

Información Pública es un concepto joven y su evolución es permanente y continua. Es 

por ello que la Ley 27.275 va más allá y, además de lo ya descripto, define caracteres 

tales como Presunción de Publicidad, Informalismo para que el solicitante de la 

información no encuentre trabas burocráticas ni transforme la solicitud en un trámite 

complicado. Otras características son la Gratuidad y la Máxima Premura, todo dirigido a 

que nadie encuentre complicaciones ni demoras. En el capítulo III de la Ley están 

definidos los plazos y vías de reclamo para que el ciudadano no sea desatendido. 

Incluso ordena la formación de una Agencia de Acceso a la Información Pública, la cual 

tiene autonomía dentro del Poder Ejecutivo Nacional y funciona como un ente 

autárquico. Esta Agencia debe hacer cumplir el espíritu de la Ley, garantizando que la 

información esté disponible y se entregue sin inconvenientes. Está a cargo de un 

Director con rango y jerarquía equivalente a la de Secretario y con una duración de 5 

años, reelegible una sola vez. 

Hoy, se puede afirmar que este derecho en particular, está perfectamente 

garantizado y cualquier ciudadano puede ejercerlo teniendo organismos a los cuales 

recurrir, si percibe que no es correspondido. 
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